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RESOLUCIÓN No. CNE-IDD-DE-002-2025 
 

 

Mgs. Pablo Suárez Jaramillo 
DIRECTOR EJECUTIVO (e) 

INSTITUTO DE INVESTIGACIÓN, CAPACITACIÓN Y PROMOCIÓN 

POLÍTICO ELECTORAL – INSTITUTO DE LA DEMOCRACIA. 

 

CONSIDERANDO: 

 

QUE, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 219, establece que el 

Consejo Nacional Electoral tendrá, entre otras funciones la de: (…) “13. - Organizar el 

funcionamiento de un instituto de investigación, capacitación y promoción político 

electoral” (...); 

 

QUE, el artículo 225 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “El sector 

público comprende: 1. Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, 

Legislativa, Judicial, Electoral y de Transparencia y Control Social (…)”. 

 

QUE, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las 

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores 

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente 

las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán 

el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce 

y ejercicio de los derechos reconocidos en  la Constitución”; 

 

QUE, el artículo 288 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “Las 

compras públicas cumplirán con criterios de eficiencia, transparencia, calidad, 

responsabilidad ambiental y social. Se priorizarán los productos y servicios nacionales, 

en particular los provenientes de la economía popular y solidaria y de las micro, 

pequeñas y medianas unidades productivas.”;  

 

QUE, de acuerdo con el artículo 4 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública, publicada en el R.O. Suplemento 395 de 04-08-2008 y su última 

reforma de 25-03-2024, “Principios.- Para la aplicación de esta Ley y de los contratos 

que de ella deriven, se observarán los principios de legalidad, trato justo, igualdad, 

calidad, vigencia tecnológica, oportunidad, concurrencia, transparencia, publicidad; y, 

participación nacional”.  

 

QUE, el artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública en 

su numeral 9a. señala: “Delegación.- Es la traslación de determinadas facultades y 

atribuciones de un órgano superior a otro inferior, a través de la máxima autoridad, en 

el ejercicio de su competencia y por un tiempo determinado. 

 

Son delegables todas las facultades y atribuciones previstas en esta Ley para la máxima 

autoridad de las entidades y organismos que son parte del sistema nacional de 

contratación pública (…)”. 

 

QUE, el artículo 9 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 

establece: “Son objetivos prioritarios del Estado, en materia de contratación pública, los 
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siguientes: 1. Garantizar la calidad del gasto público y su ejecución en concordancia con 

el Plan Nacional de Desarrollo; 2. Garantizar la ejecución plena de los contratos y la 

aplicación efectiva de las normas contractuales; 3. Garantizar la transparencia y evitar 

la discrecionalidad en la contratación pública;(…)”.  

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública,  publicada en el R.O. Suplemento 458 de 22-06-2022 y su última reforma de 28-

10-2024, señala en su : “Art. 1.1.- Principio de juridicidad y normas supletorias.- La 

tramitación de todo procedimiento de contratación pública se sujetará al principio de 

juridicidad, que consiste en el respeto a la Constitución de la República, a los 

instrumentos internacionales, a la ley, a los principios, a la jurisprudencia aplicable y al 

presente Reglamento.(…)”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, manifiesta en su: “Art. 35.- Documentos suscritos electrónicamente.- Los 

servidores encargados de hacer el control previo al pago, los auditores de la Contraloría 

General del Estado, o cualquier otro servidor público, en ningún caso podrán exigir la 

impresión de documentos que tengan firma electrónica. Una vez impresos, perderán su 

validez legal. 

 

A efectos de la fecha de los distintos documentos que se firman electrónicamente, se 

tendrán en cuenta las siguientes directrices: 

 

1. En la celebración de contratos, se considerará como fecha de suscripción de éstos la 

fecha en que el último interviniente firme electrónicamente. 

2. En la suscripción de actas donde intervienen varias personas, la fecha de éstas será la 

que conste en dicho documento, independientemente de la fecha de consignación de las 

firmas electrónicas de los comparecientes. 

 

No estarán sujetos a la obligatoriedad de suscripción electrónica de documentos, en 

ninguna de sus etapas o fases, los procedimientos de feria inclusiva, arrendamiento y 

adquisición de inmuebles y contratación en situación de emergencia. En el caso del 

procedimiento de ínfima cuantía, el uso de la firma electrónica será discrecional. 

Adicionalmente, no estarán sujetos a la obligatoriedad de suscripción electrónica el libro 

de obra, proformas y las garantías contractuales”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, manifiesta en su: “Art. 41.- De las fases de la contratación pública.- Los 

procedimientos de contratación pública se desarrollarán a través de las siguientes fases: 

1. Preparatoria: Desde la elaboración del Plan Anual de Contratación o el levantamiento 

de la necesidad institucional, hasta la suscripción de la resolución de inicio; 

2. Precontractual: Desde la publicación de la resolución de inicio en el Portal 

COMPRASPÚBLICAS hasta la adjudicación o declaratoria de desierto o cancelación; 

2.1. Suscripción: Desde la adjudicación hasta la suscripción del contrato. 

3. Contractual o de ejecución del contrato: Desde la suscripción del contrato hasta la 

suscripción del acta entrega recepción definitiva o terminación del contrato; y, 

4. Evaluación: Desde la suscripción del acta de entrega recepción definitiva o la 

terminación del  contrato, incorporando todas las actuaciones efectuadas con 

posterioridad a las mismas, inclusive la evaluación ex post realizada por el Servicio 

Nacional de Contratación Pública, en relación a las contrataciones efectuadas por las 
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entidades comprendidas en el artículo 1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública y el seguimiento de desempeño de los procedimientos de 

contratación pública”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, manifiesta en su: “Art. 43.- Plan Anual de Contratación - PAC- Hasta el 15 de 

enero de cada año, la máxima autoridad o su delegado, aprobará y publicará el Plan 

Anual de Contratación PAC, que contendrá las adquisiciones relacionadas a los bienes, 

obras y servicios, incluidos los de consultoría que requieran las entidades contratantes 

en el año fiscal, detallando la siguiente información: 

1. Los procesos de contratación que se realizarán en el año fiscal;  

2. Descripción detallada del objeto de contratación que guarde concordancia con el 

código del clasificador central de productos, CPC; para que los proveedores puedan 

identificar las obras, bienes, servicios o consultoría a contratarse; 

3. El presupuesto estimativo de los bienes, servicios u obras a adquirir o contratar; y, 

4. El cronograma de implementación del Plan. 

Los procesos de contratación deberán ejecutarse de conformidad y en la oportunidad 

determinada en el Plan Anual de Contratación elaborado por cada entidad contratante, 

previa la obtención de la certificación de la disponibilidad presupuestaria, a menos que 

circunstancias no previstas al momento de la elaboración del PAC hagan necesaria su 

modificación. Los formatos del PAC serán elaborados por el Servicio Nacional de 

Contratación Pública y publicados en el Portal COMPRASPÚBLICAS. 

 

Las entidades contratantes podrán modificar el PAC, a través de una resolución 

administrativa debidamente motivada, siempre y cuando tales reformas obedezcan a una 

justificación técnica y económica, o por causas de caso fortuito o fuerza mayor 

debidamente sustentadas. 

 

Las contrataciones de ínfima cuantía y los procedimientos especiales de contratación en 

situación de emergencia y adquisición de bienes inmuebles, así como las contrataciones 

de régimen especial del numeral 2 del artículo 2 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional 

de Contratación Pública, no serán consideradas o publicadas en el PAC inicial o 

reformulado”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, manifiesta en su: “Art. 46.1.- Principio de calidad del objeto de contratación.- 

De conformidad con lo que establece el numeral 25 del artículo 66 de la Constitución de 

la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 31 de la Ley del Sistema 

Ecuatoriano de la Calidad, los estudios previos orientarán la adquisición del objeto de 

contratación a la obtención de productos que cumplan estándares de calidad y 

conformidad que permitan satisfacer las necesidades de la entidad contratante. Estas 

mismas disposiciones serán aplicables a los productos disponibles en el Catálogo 

Electrónico, para lo cual el SERCOP tiene la obligación de determinar la idoneidad y 

calidad de estos previo a la suscripción de los convenios marcos con los proveedores”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 49.- Determinación del presupuesto referencial.- Las 

entidades contratantes deberán contar con un presupuesto referencial apegado a la 

realidad de mercado al momento de publicar sus procesos de contratación. Los 

instrumentos de determinación del presupuesto referencial serán los siguientes: 1. 
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Estudio de mercado: Para el caso de adquisición de bienes y prestación de servicios, 

conforme los parámetros que regule el SERCOP. En aquellos bienes o servicios con 

precio oficial fijado por el Gobierno Nacional mediante Decreto Ejecutivo o algún otro 

mecanismo legalmente reconocido para el efecto, no será aplicable la metodología para 

la determinación de presupuesto referencial. (…)”. 

 

QUE, el Reglamento ibídem, señala en su: “Art. 50.- Monto del presupuesto referencial.- 

El presupuesto referencial se utilizará para determinar el procedimiento de contratación 

a seguir, valor que no deberá incluir impuestos”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 55.- Modelos Obligatorios de Pliegos.- Los modelos de 

pliegos observarán la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, este 

Reglamento General y las resoluciones que emita el SERCOP. Abarcarán las 

regulaciones para llevar a cabo las fases: precontractual, suscripción, y ejecución del 

contrato. 

 

El SERCOP emitirá los modelos obligatorios de pliegos para todos los procedimientos 

de contratación pública, excepto ínfima cuantía, catálogo electrónico, adquisición de 

bienes inmuebles, y contrataciones en situación de emergencia; sin perjuicio de que el 

SERCOP facilite a las entidades contratantes formatos no obligatorios de documentos, 

aplicables a este tipo de procedimientos. 

 

Para la construcción de los modelos obligatorios de pliegos se considerará las 

disposiciones establecidas en la Ley para la Optimización y Eficiencia de Trámites 

Administrativos, aplicando criterios de simplificación y evitando la sobrerregulación”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 56.- Pliegos de la contratación.- La entidad contratante 

elaborará los pliegos para cada contratación, para lo cual deberá observar los modelos 

elaborados por el SERCOP. 

La entidad contratante bajo su responsabilidad modificará y ajustará el modelo a las 

necesidades particulares de cada proceso de contratación, en las secciones que el modelo 

lo permita, observando lo dispuesto en la Constitución de la República, la Ley Orgánica 

del Sistema Nacional de Contratación Pública, el presente Reglamento General y la 

normativa que emita el SERCOP. (…)”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 60.- Informe de Pertinencia.- Previo al inicio de un 

procedimiento de contratación pública, la máxima autoridad de la entidad contratante o 

su delegado deberá solicitar a la Contraloría General del Estado un Informe de 

Pertinencia para dicha contratación. 

El Informe de Pertinencia será solicitado por la entidad contratante y deberá contar con 

la certificación de disponibilidad presupuestaria y existencia presente o futura de 

recursos suficientes a la que se refiere el artículo 24 de la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública y artículos 116 y 117 del Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Públicas, previo al inicio de la fase precontractual del proceso 

de contratación pública. 
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La Contraloría General del Estado emitirá los informes de pertinencia para las 

contrataciones cuyo presupuesto referencial sea superior al valor que resulte de 

multiplicar el coeficiente 0,000015 por el Presupuesto Inicial del Estado”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 88.- Término para la adjudicación.- En los procedimientos 

de contratación pública, la resolución de adjudicación se emitirá en un término no menor 

a tres días (3) días, contados a partir de la fecha de emisión de la actuación que pone fin 

a la etapa de calificación de ofertas, puja o negociación, según corresponda. Una vez 

emitida la resolución de adjudicación, las entidades contratantes deberán publicarla en 

el Portal de COMPRASPÚBLICAS en el término máximo de un día. (…)”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 89.- Adjudicación.- La máxima autoridad de la entidad 

contratante o su delegado, adjudicará el contrato mediante resolución motivada, 

observando para el efecto lo definido en los números 17, 18 y 19 del artículo 6 de la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública; y, los parámetros objetivos de 

evaluación previstos en los pliegos. 

En el caso de adquisición de bienes y/o contratación de servicios, mediante los 

procedimientos de cotización, licitación y ferias inclusivas, los pliegos podrán prever 

adjudicación parcial o por ítems”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 93.- Compra por Catálogo.- Las entidades contratantes 

podrán contratar bienes y servicios que forman parte del Catálogo Electrónico, el cual 

estará compuesto por el Catálogo Electrónico General o simplemente Catálogo 

Electrónico, y por el Catálogo Dinámico Inclusivo. En este procedimiento no será 

necesario la elaboración de estudios de mercado, ni pliegos por parte de la entidad 

contratante. 

El encargado del proceso de selección de proveedores de manera continua y permanente, 

para el catálogo electrónico y catálogo dinámico inclusivo, será el Servicio Nacional de 

Contratación Pública”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 106.- Generación de las Órdenes de Compra.- Para la 

adquisición de los productos a través del catálogo electrónico, las entidades contratantes 

deberán seleccionar el bien o servicio que cubra su necesidad, considerando para ello la 

respectiva ficha técnica, presentación comercial y demás condiciones establecidas en los 

pliegos correspondientes. 

 

Aquellas entidades contratantes, cuyas necesidades difieran de los bienes o servicios 

catalogados, tanto en el catálogo electrónico general como en el catálogo dinámico 

inclusivo, podrán solicitar el respectivo desbloqueo de CPC acorde al procedimiento 

definido por el SERCOP para tal efecto. Esta solicitud deberá ser atendida en el término 

máximo de siete (7) días. 

 

Durante la generación de la orden de compra, las entidades contratantes de considerarlo 

pertinente podrán definir entregas parciales para los productos a ser adquiridos. Estas 

entregas parciales deberán enmarcarse en los rangos de plazos de entrega establecidos 
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en los respectivos pliegos del procedimiento y serán descritas en el campo de 

observaciones de las órdenes de compra. (…)”. 

 

QUE, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, señala en su: “Art. 111.- Formalización de la orden de compra.- La orden de 

compra quedará formalizada si es que la entidad contratante, en las veinte y cuatro (24) 

horas siguientes a la generación de la orden de compra, no ha dejado sin efecto la misma. 

Una vez formalizada la orden de compra, la entidad contratante conocerá al proveedor 

seleccionado. 

 

La orden de compra se registrará en la herramienta informática del catálogo electrónico. 

La Directora o Director General del SERCOP, en coordinación con la Contraloría 

General del Estado, la Unidad de Análisis Financiero, y de ser el caso con la Fiscalía 

General del Estado, efectuará controles y auditorias permanentes para detectar 

cualquier conduela ilícita en la generación de órdenes de compra, o en la incorporación 

de proveedores al Catálogo Electrónico, incluyendo la exanimación periódica de 

declaraciones patrimoniales juramentadas de servidores públicos del SERCOP”. 

 

QUE, Mediante RESOLUCIÓN No. R.E-SERCOP-2023-0134, publicada en el Registro 

Oficial Suplemento 367 de 3 de agosto de 2023  La Directora General del Servicio 

Nacional de Contratación Pública, resuelve. “Expedir la Normativa Secundaria del 

Sistema Nacional de Contratación Pública – SNCP”, con su última modificación de 7 de 

enero de 2025. 

 

QUE, en la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de Contratación Pública – SNCP, 

se señala en el “Art. 20.- Documentos firmados electrónicamente.- Todos los documentos 

emitidos en los procesos de contratación pública deben estar suscritos mediante firma 

electrónica, en las etapas preparatoria, precontractual, contractual y evaluación ex post. 

 

Se excepciona de esta obligación, los siguientes documentos: 

a. Los generados en ferias inclusivas. 

b. Los documentos generados en procesos de arrendamientos de bienes inmuebles, que 

no sean suscritos por la entidad de derecho público o que sean suscritos por ambas 

partes. 

c. Los documentos generados en la adquisición de bienes inmuebles que no sean suscritos 

por la entidad de derecho público o que sean suscritos por ambas partes. 

d. Los generados en procesos de emergencia.”. 

 

QUE, la Norma Técnica 401-01, de las Normas de Control Interno para las Entidades, 

Organismos del Sector Público y Personas Jurídicas de Derecho Privado que Dispongan 

de Recursos Públicos, expedidas por la Contraloría General del Estado, establece que: 

“(…) Para reducir el riesgo de error, el desperdicio, las actividades incorrectas y el 

riesgo de no detectar tales problemas, no se asignará el control de todas las operaciones 

clave a una sola persona o equipo; y, tampoco se mantendrá por periodos excesivos de 

tiempo a un servidor o empleado como responsable de dichas operaciones (…)”; 

 

QUE, el artículo 67 del Código Orgánico Administrativo, prescribe: "(...) Alcance de las 

competencias atribuidas. El ejercicio de las competencias asignadas a los órganos o 

entidades administrativos incluye, no solo lo expresamente definido en la ley, sino todo 

aquello que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones (...)"; 
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QUE, el artículo 130 del Código Orgánico Administrativo, dispone: "(...) Las máximas 

autoridades administrativas tienen competencia normativa de carácter administrativo 

únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los casos en 

los que la ley prevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una 

administración pública. La competencia regulatoria de las actuaciones de las personas 

debe estar expresamente atribuida en la ley (...)";  

 

QUE, el Pleno del Consejo Nacional Electoral, mediante Resolución No. PLE-CNE-6-3-

7-2017, publicada en el Registro Oficial el 27 de julio de 2017, dictó el “Estatuto 

Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Instituto de Investigación, 

Capacitación y Promoción Político Electoral - Instituto de la Democracia”;  

 

QUE, el artículo 1 del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del 

Instituto de Investigación, Capacitación y Promoción Político Electoral - Instituto de la 

Democracia, establece que: “El Instituto de Investigación, Capacitación y Promoción 

Político Electoral, que en adelante y para efectos del presente Estatuto, se lo denominará 

por su nombre o simplemente como "Instituto de la Democracia", es una entidad adscrita 

al Consejo Nacional Electoral con jurisdicción nacional y domicilio en la ciudad de 

Quito-Distrito Metropolitano, con personería jurídica de derecho público, patrimonio y 

presupuesto propios, autonomía administrativa y de gestión. (…)”;  

 

QUE, el propio Estatuto del Instituto de la Democracia, establece en el Art. 8 numeral 

1.2. Gestión Estratégica del Instituto de la Democracia, literal “ b) Atribuciones y 

Responsabilidades “(…) b) Ser la máxima autoridad administrativa y nominadora del 

Instituto de la Democracia y representarlo, judicial y extrajudicialmente, conforme a las 

disposiciones constitucionales y legales; (…) j) Emitir instructivos y disposiciones 

administrativas para la operatividad interna de la Institución (…)”. 

 

QUE, el Estatuto del Instituto de la Democracia, establece entre las Atribuciones y 

Responsabilidades del Director(a) Nacional de Asesoría Jurídica, la de: “(…) h) Asesorar 

los procesos de contratación pública del Instituto de la Democracia;” y dentro de los 

“Productos y Servicios: (…) 7. Informes de asesoramiento en la fase precontractual de 

los procesos de contratación pública”.  

 

QUE, mediante Resolución No. CNE-IDD-DE-008-2023 de 23 de octubre de 2023, la 

Directora Ejecutiva resuelve: “Artículo Único.- Disponer a partir de la presente que en 

todos los procesos de contratación pública en los que intervenga el Instituto de la 

Democracia previo a la adjudicación de los contratos, órdenes de compra o facturas, 

deberá incorporarse la firma de la Dirección Nacional de Asesoría Jurídica responsable 

de la revisión de la fase precontractual”.  

QUE, mediante Resolución No. CNE-IDD-DE-005-2024 de 14 de agosto de 2024, la 

Directora Ejecutiva resuelve: “EXPEDIR LA PRESENTE REFORMA AL 

REGLAMENTO INTERNO DE LOS PROCESOS DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

DEL INSTITUTO DE LA DEMOCRACIA”. 

 

QUE, en la REFORMA AL REGLAMENTO INTERNO DE LOS PROCESOS DE 

CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL INSTITUTO DE LA DEMOCRACIA, el Artículo 

19 señala: “Suscripción de Contratos, Órdenes de Compra o facturas.- La adjudicación 

del Contrato u orden de compra, deberá disponer la máxima autoridad, una vez que la 
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Dirección Nacional de Asesoría Jurídica, haya revisado los documentos y el 

cumplimiento de la normativa legal y documentos de toda la fase precontractual. (…)” 

 

QUE, mediante Resolución PLE-CNE-1-18-2-2025 de 18 de febrero de 2025, el Pleno 

del Consejo Nacional Electoral resolvió “ENCARGAR al Mgs. Pablo Xavier Suárez 

Jaramillo, la Dirección Ejecutiva del Instituto de Investigación, Capacitación y 

Promoción Político Electoral, Instituto de la Democracia”. 

 QUE, mediante Acción de personal Nro. 002-DAF-IDD-2025 de fecha 18 de febrero de 

2025, se registra el movimiento del personal y encargo al Mgs. Pablo Xavier Suárez 

Jaramillo como Director Ejecutivo (e)  del Instituto Investigación, Capacitación y 

Promoción Político Electoral – Instituto de la Democracia, el mismo que rige desde la 

fecha en mención. 

QUE, es necesario y esencial adecuar la normativa interna relacionada con los procesos 

de contratación pública que se ejecuten en el Instituto de la Democracia, actualizada y 

conforme a los principios y normas previstos en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública, su Reglamento General y la Normativa Secundaria del Sistema 

Nacional de Contratación Pública.  
 

En ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución y la Ley. 

 

RESUELVE: 

 

Artículo Único.- Se deroga y queda sin efecto la Resolución No. CNE-IDD-DE-008-

2023 de 23 de octubre de 2023, que señala: “Artículo Único.- Disponer a partir de la 

presente que en todos los procesos de contratación pública en los que intervenga el 

Instituto de la Democracia previo a la adjudicación de los contratos, órdenes de compra 

o facturas, deberá incorporarse la firma de la Dirección Nacional de Asesoría Jurídica 

responsable de la revisión de la fase precontractual”. 

DISPOSICIÓN FINAL 

La presente resolución entrará en vigencia a partir del día de su expedición, sin perjuicio 

de su publicación  en la página web institucional. 

De la socialización de la presente Resolución facúltese a la Dirección Nacional 

Administrativa Financiera; y, de la ejecución encárguese a todas las Unidades del Instituto 

de la Democracia. 

Dada y firmada, en el D. M. de Quito, a 21 de febrero de 2025. 
 

 

 

 

 

Mgs. Pablo Suárez Jaramillo 

DIRECTOR EJECUTIVO (e)  
INSTITUTO DE INVESTIGACIÓN, CAPACITACIÓN Y PROMOCIÓN 

POLÍTICO ELECTORAL – INSTITUTO DE LA DEMOCRACIA. 
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